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León, Guanajuato, a 15 quince de noviembre del año 2012 dos mil doce.
V I S T O S  para dictar sentencia definitiva, los autos del proceso administrativo identificado con el número 144/2012-JN, promovido por la ciudadana Ma. Rosa Domínguez Gutiérrez, y,. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

C O N S I D E R A N D O :

SEGUNDO.- El presente proceso fue promovido oportunamente, toda vez que la demanda fue presentada dentro de los 30 treinta días hábiles siguientes a aquél en que surtió efectos la notificación a la justiciable, de la resolución impugnada; lo que fue el día 1 uno de marzo del año que transcurre, sin que de las constancias del presente expediente se desprenda lo contrario. . . . . . . . . . . . .

TERCERO.- La existencia de la resolución impugnada en la presente causa administrativa, se encuentra acreditada en autos con la copia fotostática simple del documento identificado como “Prescripción de Crédito EXP: 02/2011” (visible a fojas 7 siete a 9 nueve), al cual se le concede pleno valor probatorio, conforme a lo dispuesto en los artículos 78, 119 y 121, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, toda vez que se trata de un documento público emitido por la Tesorera municipal en el ejercicio de sus atribuciones; aunado a que la enjuiciada, al contestar la demanda, reconoció expresamente haberla emitida, por lo que no puede restársele valor probatorio alguno. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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En razón de lo anterior, se tiene por debidamente acreditada la existencia de la resolución impugnada, en éste proceso administrativo. . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CUARTO.- Por ser su examen preferente y de orden público, se analiza en principio si en la especie, se actualiza alguna de las causales de improcedencia o sobreseimiento previstas en los artículos 261 y 262 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa  para el Estado y los Municipios de  Guanajuato, ya que de actualizarse alguna, podría imposibilitar el pronunciamiento por parte de este órgano jurisdiccional sobre el fondo de la controversia planteada. . . . . . . . . . . . . .

En la especie, en la presente causa administrativa, la autoridad demandada hace valer una causal de improcedencia, al referir al final de la primera foja de su escrito de contestación (visible a foja 26 veintiséis), que todos los actos que trata de impugnar la actora, son notoriamente improcedentes, al haber operado la causal contemplada en la fracción IV del artículo 261 del código de la materia, esto es, que son consentidos expresa o tácitamente. . . . . . .

Para este Juzgador, no se actualiza la causal de improcedencia en comento, ya que no se advierte de las constancias que integran el presente expediente, que la parte actora haya consentido ni expresa ni tácitamente la resolución que impugna; tan es así que la justiciable interpuso el presente proceso dentro del término que establece el artículo 263 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato; así como también se advierte que lo que se impugna en el presente proceso es únicamente la resolución de fecha 31 treinta y uno de enero del presente año, y no los que supone la autoridad, (diversos mandamientos de embargo, requerimientos y citatorios que ofrece como pruebas); luego entonces no se actualiza la causal planteada. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Por otra parte, este Juzgador justiprecia que la autoridad demandada no  planteó alguna otra causal de improcedencia o sobreseimiento, en tanto que, de oficio, no advierte la actualización de alguna otra que impida el estudio de fondo de la presente causa administrativa; por lo que en consecuencia es procedente el presente proceso en contra del acto administrativo impugnado. . . . . . . . . . . . . 

QUINTO.- Previamente al análisis del planteamiento de fondo formulado por el actor, este Juzgador, en cumplimiento a lo establecido en la fracción I del artículo 299 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, procede a fijar clara y precisamente los puntos controvertidos en el presente proceso administrativo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
De lo expuesto por la impetrante del proceso en su escrito de demanda, así como de las constancias que integran la presente causa administrativa, se desprende lo siguiente: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

a).- Que la ciudadana Ma. Rosa Domínguez Gutiérrez, es propietaria del inmueble marcado con el número 408 cuatrocientos ocho, interior 302 trescientos dos, edificio “B” de la Avenida México, colonia Moderna de esta ciudad, el cual esta registrado con la cuenta predial 01-I-001513-001 (cero-uno guión I guión cero-cero-uno-cinco-uno-tres guión cero-cero-uno). . . . . . . . . . . . . . 

b).- Que en relación a dicho inmueble, por escrito presentado el día 22 veintidós de abril del año 2010 dos mil diez, solicitó la prescripción de los créditos fiscales correspondientes al impuesto predial por los ejercicios fiscales de 1997 mil novecientos noventa y siete al 2005 dos mil cinco. . . . . . . . . . . . . . . . 

c).- Que el día 31 treinta y uno de enero del presente año, la Tesorera Municipal en respuesta a la solicitud de la justiciable, resolvió la improcedencia de la prescripción solicitada, por existir un requerimiento de pago que interrumpe dicha prescripción . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Resolución que la impetrante del proceso estima ilegal, porque la autoridad demandada determinó que el requerimiento de pago del impuesto predial que le fue notificado a la accionante, abarcaba desde el año 1997 mil novecientos noventa y siete, y que desde que se le notificó dicho requerimiento (en el año 2006 dos mil seis) se hizo sabedora que desde ese año era el periodo que se le cobraba y que por ello quedó interrumpida la prescripción de dicho crédito; lo que a juicio de la actora carece de sustento jurídico, porque se realizó una incorrecta interpretación del artículo 62 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, pues cuando se solicitó la prescripción de los créditos fiscales, estos ya habían prescrito; que se vulnera el principio de legalidad, porque la autoridad únicamente puede realizar lo que la ley le permite; asimismo que resulta ilegal que la autoridad señale que se interrumpió la prescripción de los créditos fiscales por las notificaciones de los requerimientos de pago que se le hicieron, esto es, por las gestiones de cobro, porque refiere que nunca le fue notificado documento alguno. . . . . . . . . . . . . . . . 

La Tesorera Municipal por su parte, expresó que son falsos e inoperantes los conceptos de impugnación esgrimidos, que es improcedente la prescripción porque se le han notificado diversos requerimientos de pago; que está actuando dentro de la legalidad; y, que es increíble que la actora desconozca la existencia de los créditos fiscales. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Así las cosas, la litis planteada se hace consistir en determinar la legalidad o ilegalidad de la resolución impugnada contenida en el documento identificado como “Prescripción de Crédito EXP: 02/2011” de fecha 31 treinta y uno de enero del año 2012 dos mil doce. . . . . . . . . . . .. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

SEXTO.- No existiendo impedimento legal, se procede al estudio de los conceptos de impugnación expresados por la actora en su escrito de demanda. . 

Este Juzgador de manera primordial procederá al análisis de los conceptos de impugnación aplicando el principio de mayor consecuencia anulatoria de la resolución impugnada y que pudieran traer mayor beneficio a la parte actora en 
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concordancia con los principios de congruencia y exhaustividad que deben regir en toda sentencia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Así pues, de los conceptos de impugnación esgrimidos, este Juzgador se avocará al estudio del que considera trascendental para emitir la presente resolución, como lo es el señalado con el inciso A) del escrito de demanda, sin necesidad de transcribirlo en su totalidad así como tampoco el restante; sirviendo para ello el criterio sostenido por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la siguiente Jurisprudencia:. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS. El hecho de que el Juez Federal no transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la misma.” SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO. No. Registro: 196,477. Jurisprudencia, Materia(s): Común, Novena Época, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. VII, Abril de 1998, Tesis: VI.2o. J/129. Página: 599. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Así las cosas, en el concepto de impugnación antes señalado (visible al final de la foja 2 dos, del escrito de demanda); la parte actora expresa que la resolución impugnada es ilegal por lo siguiente: “A).- La resolución…..es a todas luces ilegal….... pues la autoridad ahora demandada en el quinto de sus considerandos, aduce “se puede observar que el requerimiento de pago por concepto del impuesto predial el cual fue notificado a la causante, claramente señalaba el periodo que abarcaba el adeudo de dicho crédito, señalándose que se adeudaba desde el año 1997, haciéndose evidente que al momento de que la promovente recibe dicha notificación se hace sabedora de la existencia de tal crédito, con lo cual es de concluirse que queda interrumpida la prescripción de dicho crédito...” Y agrega: “Lo anterior carece de sustento... pues dicho dispositivo” (artículo 62 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato), “contempla la interrupción de la prescripción con cada gestión de cobro una vez notificado al deudor, y en el presente caso la solicitud de prescripción... se realizó cuando ya estaban prescritos dichos créditos fiscales...”.
Por su parte, la titular de la Tesorería, como argumento para demostrar la ineficacia del concepto de impugnación en estudio, expuso que resulta falso e inoperante; toda vez que se han notificado diversos requerimientos de pago, ya que cada año se genera el crédito fiscal, y que trata de negar que se realizaron dichos requerimientos para que opere a su favor la prescripción. . . . . . . . . . . . . . . 
Analizado lo expresado por las partes, los actos impugnados y las constancias que obran en este sumario, este Juzgador considera que es fundado el concepto de impugnación que se examina, a la luz de lo establecido en el artículo 60, primero y tercer párrafos, de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, el cual establece: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“Artículo 60.- Los créditos fiscales se extinguen por prescripción en el término de 5 años. En el mismo término se extingue también por prescripción, la obligación del Fisco de devolver las cantidades pagadas indebidamente. . . . . . . . .

La prescripción del crédito principal extingue simultáneamente los recargos y los gastos de ejecución. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

La prescripción se inicia a partir de la fecha en que el crédito fiscal pueda ser legalmente exigido y será declarado por las autoridades fiscales a petición del interesado”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

De donde de una interpretación gramatical y sistemática, se concluye   que los créditos fiscales expiran por prescripción en el término de 5 cinco años y que dicho término se inicia a partir de la fecha en que el crédito fiscal pueda ser legalmente exigido, y que dicha prescripción, debe ser solicitada por el interesado. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

En el caso en concreto, consta en autos que la ciudadana Ma. Rosa Domínguez Gutiérrez solicitó en el año 2010 dos mil diez, concretamente el 22 veintidós de abril de ese año, la prescripción de los créditos fiscales correspondientes a los años 1997 mil novecientos noventa y siete, al 2005 dos mil cinco, relativos al impuesto predial del inmueble de su propiedad ya mencionado, al haber transcurrido el término de 5 cinco años necesarios para que operara tal prescripción, contados a partir de que dichos créditos eran exigibles. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

A efecto de identificar en que momento era exigible el impuesto predial en cada uno de los ejercicios fiscales mencionados, es necesario revisar lo que establece el artículo 165 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, relativo al impuesto respectivo; mismo que debe cubrirse por anualidad en una sola exhibición, durante el primer bimestre del año, o bien si lo elige el contribuyente, por bimestre; debiéndose enterar el pago, dentro del primer mes que corresponda; así tenemos que el crédito es exigible, al inicio del segundo bimestre del año, esto es, al iniciar el mes de marzo de cada año; así en el caso que nos ocupa, el impuesto relativo al año 1997 mil novecientos noventa y siete, fue exigible desde marzo de ese mismo año, prescribiendo en el mismo mes pero del año 2002 dos mil dos; el correspondiente al año 1998 mil novecientos noventa y ocho, en marzo de ese año, prescribiendo en marzo del año 2003 dos mil tres; el del año 1999 mil novecientos noventa nueve, también en marzo de ese año, prescribiendo en el año 2004 dos mil cuatro; el del año 2000 dos mil en el 2005 dos mil cinco; el del 2001 dos mil uno en el año 2006 dos mil seis; el del 2002 dos mil dos en el año 2007 dos mil siete; el del 2003 dos 
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mil tres en el año 2008 dos mil; el del 2004 dos mil cuatro en el año 2009; y, el correspondiente al 2005 dos mil cinco a marzo del año 2010 dos mil diez. . . . . . .    

Ahora bien, si la parte actora solicitó en el año 2010 dos mil diez, la prescripción de los créditos fiscales relativos al impuesto predial de los años 1997 mil novecientos noventa y siete, al 2005 dos mil cinco, es evidente que transcurrieron 5 cinco años como mínimo; pues en el caso del crédito fiscal mas reciente de los que se solicitó su prescripción, que fue el del año 2005 dos mil cinco, si como se ha visto, el inicio del término para la prescripción inició en marzo del mismo año, para marzo del año 2010 dos mil diez ya habían transcurrido los necesarios 5 cinco años; por lo que si como lo expresó la actora en los hechos de su demanda, su petición la formuló el día 22 veintidós de abril del año 2010 dos mil diez, es evidente que transcurrieron los 5 años necesarios para que operara la prescripción de los créditos fiscales determinados respecto del impuesto predial del inmueble de su propiedad, con la ubicación antes referida; respecto de los años 1997 mil novecientos noventa y siete, 1998, mil novecientos noventa y ocho, 1999 mil novecientos noventa y nueve, 2000 dos mil, 2001, dos mil uno, 2002 dos mil dos, 2003 dos mil tres, 2004 dos mil cuatro y 2005 dos mil cinco. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Tomando en cuenta a su vez lo manifestado por la actora en el sentido de que las gestiones de cobro que realizó la autoridad demandada, se hicieron cuando ya había operado la prescripción; por lo que en efecto, resulta ilegal la resolución impugnada, porque determinó improcedente la prescripción, cuando a la luz de lo señalado en la Ley de Hacienda respectiva, la misma sí procedía. . . .

Ahora bien, el motivo por el que la autoridad demandada declaró improcedente la solicitud mencionada, según lo refirió en la Quinta Consideración  de la resolución impugnada, (foja 8 ocho del expediente), fue que los requerimientos de pago que se formularon, señalaban con claridad que se adeudaba desde el año 1997 mil novecientos noventa y siete, y que al recibir dicha notificación se hizo sabedora que quedó interrumpida la prescripción de dicho crédito; es ilegal tal planteamiento, pues la Tesorera da por hecho -no comprobado por las pruebas que ofreció- que la actora recibió la notificación o notificaciones de los requerimientos de pago y mandamientos de embargo que ofreció como pruebas de su parte; sin embargo, de un minucioso análisis de cada uno de tales documentos, se advierte que a la actora no se le notificaron tales documentos, pues ni existe la certeza de que se hayan dejado o entregado en el domicilio de la enjuiciante. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

En efecto, salvo el requerimiento de pago y el mandamiento de embargo emitidos en el año 2011 dos mil once, en los que sí se emitió citatorio (fojas 34 treinta y cuatro, 35 treinta y cinco, y de la 37 treinta y siete a la 39 treinta y nueve del expediente del presente proceso); en los restantes mandamientos y requerimientos diversos, emitidos en los años 2006 dos mil seis, 2007 dos mil siete y 2008 dos mil ocho, (fojas 36 treinta y seis, y de la 40 cuarenta a la 45 cuarenta y cinco), no se desprende de los mismos, de manera alguna, que se hayan notificado o se le hayan dado a conocer a la parte actora los actos señalados; pues no se advierte que previamente a los mismos se hayan elaborado y dejado citatorios, ni elaborado las actas circunstanciadas respectivas; así como tampoco se contó con la presencia de testigos, ni se plasmó la firma de quienes supuestamente los recibieron; de ahí que no existe certeza jurídica alguna, de que tales actos se hayan efectivamente notificado en los términos de lo señalado en los artículos 79, 80 y 81 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato; por lo que no puede afirmarse como lo hace la autoridad enjuiciada, de que se haya interrumpido el termino para que operara la prescripción, mediante dichas gestiones de cobro, pues para este Juzgador no existe la certeza de que la parte actora las haya conocido, pues es evidente que no se notificaron conforme a derecho, por lo que no pueden servir para interrumpir el termino para que operara la prescripción. . . . . . . . . . . .
Lo anterior es así, ya que para ese efecto, tales notificaciones debieron haberse realizado como ya se indicó, con el cuidado y atención con la que deben realizarse las notificaciones personales, lo que debe además, ser demostrable; pues el artículo 62 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato establece que los requisitos para demostrar la interrupción de la prescripción, -la gestión de cobro, notificada o hecha saber al deudor, o su reconocimiento-; debe existir constancia por escrito. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Por lo que tal y como se ha señalado, la resolución impugnada es ilegal, porque al año 2010 dos mil diez, cuando la actora hizo la petición de prescripción de los créditos fiscales, no tenía conocimiento de las gestiones de cobro a que se refiere dicha autoridad, por lo que no se interrumpió el termino para que operara la prescripción; pues de los documentos aportados por la autoridad, únicamente se acredita que fue debidamente notificado el requerimiento de pago del impuesto predial número PR-2011-00289139 de fecha 5 cinco de julio del 2011 dos mil once -notificado el día 18 dieciocho del mismo mes y año-, en donde si bien es cierto, se hace referencia al período 1997/4 a 2010/6 y 2011/1 a 2011/3, cierto es también, que para esa fecha ya había operado la prescripción respecto de los créditos fiscales correspondientes a los años 1997 mil novecientos noventa y siete a 2005 dos mil cinco, al haberse cumplido con los requisitos establecidos en la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, al haber transcurrido el término de 5 cinco años y existir petición expresa del interesado, en este caso la impetrante del proceso; por lo que considerar que con dicho requerimiento se interrumpió la prescripción, se violaría en su perjuicio el contenido del artículo 60 de la Ley de Hacienda mencionada. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Al caso resultan aplicables las siguientes jurisprudencias emitidas por los Ministros que integran la Segunda Sala de la Suprema Corte de justicia de la Nación, mismas que establecen: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“NULIDAD DE LA NOTIFICACIÓN DEL REQUERIMIENTO DE PAGO O GESTIÓN DE COBRO. NO INTERRUMPE EL PLAZO PARA QUE OPERE LA 
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PRESCRIPCIÓN A QUE ALUDE EL ARTÍCULO 146 DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN. En términos de la disposición legal de mérito, el plazo de cinco años para que opere la prescripción de las facultades de las autoridades para hacer efectivos créditos fiscales, inicia a partir de la fecha en que el pago de éstos pudo ser legalmente exigido, y se interrumpe con cada gestión de cobro que el acreedor notifique o haga saber al deudor; o, por el reconocimiento expreso o tácito del deudor respecto de la existencia del crédito. En ese sentido, cuando no pueda acreditarse de manera fehaciente que el deudor tuvo pleno conocimiento de la existencia del crédito, y la gestión de cobro no se notificó con las formalidades exigidas, dando lugar a que se declare la nulidad de dicha notificación, ésta no surte efecto jurídico alguno, por lo que se entiende que el contribuyente no conoció tal acto. Por tanto, esa diligencia no puede tomarse en consideración para la interrupción del plazo de la prescripción a que alude el artículo 146 del Código Fiscal de la Federación, pues es precisamente la notificación la que genera certeza de las gestiones que lleva a cabo la autoridad hacendaria para hacer efectivo un crédito”. Novena Época Registro: 165733. Instancia: Segunda Sala. Jurisprudencia. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta.  XXX, Diciembre de 2009. Materia(s): Administrativa. Tesis: 2a./J. 198/2009. Página:   306. Contradicción de tesis 353/2009. Entre las sustentadas por el Décimo Sexto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito y el Tercer Tribunal Colegiado del Octavo Circuito. 28 de octubre de 2009. Cinco votos. Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretaria: Claudia Mendoza Polanco. Tesis de jurisprudencia 198/2009. Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada del cuatro de noviembre de dos mil nueve. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“PRESCRIPCIÓN DE CRÉDITOS FISCALES. EL REQUERIMIENTO DE PAGO REALIZADO CON POSTERIORIDAD A QUE SE CONSUMÓ EL PLAZO PARA QUE SE ACTUALICE AQUÉLLA NO LO INTERRUMPE. De la interpretación del artículo 146 del Código Fiscal de la Federación se colige que basta con que haya transcurrido el plazo de 5 años para que se actualice la prescripción del crédito fiscal, aun cuando el deudor no hubiera impugnado un acto de ejecución realizado por la autoridad con posterioridad a que se consumó dicho plazo, es decir, el acto de cobro posterior no puede interrumpir un lapso extinguido, ni implica respecto al nuevo acto una renuncia tácita al plazo de prescripción consumado. Lo anterior es así, porque la prescripción constituye una sanción contra la autoridad hacendaria por su inactividad derivada de no ejercer su facultad económico coactiva, de modo que una vez fenecido el plazo para que opere, el contribuyente puede hacerla valer, vía acción ante las propias autoridades fiscales cuando no se ha cobrado el crédito, o vía excepción cuando se pretenda cobrar, a través de los medios de defensa correspondientes, aun cuando la autoridad con posterioridad a la consumación de dicho plazo haya realizado un acto de cobro y éste no lo haya impugnado el deudor, ya que la prescripción no está condicionada a que el contribuyente impugne las gestiones de cobro realizadas con posterioridad a la consumación del plazo referido; sostener lo contrario, provocaría que fuera letra muerta el citado artículo 146, pues la autoridad indefinidamente llevaría a cabo actos de cobro, sin importar que hubiera operado la prescripción, lo cual es inadmisible, dado que atentaría contra los principios de seguridad y certeza jurídica que inspiraron al legislador al establecer la institución de la prescripción. Tesis de Jurisprudencia número 2ª. /J 150/2011 del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta; Novena época, número de registro: 151,028; 2a. Sala; S.J.F. y su Gaceta; XXXIV, Septiembre de 2011; Pág. 1412. . . . . . . . . . 

Así pues, al resultar fundado el concepto de impugnación en examen, pues está demostrado que el acto administrativo, consistente en la resolución contenida en el documento denominado “Prescripción del Crédito EXP. 02/2011”, de fecha 31 treinta y uno de enero del año que transcurre; respecto del impuesto predial del inmueble ubicado en la calle México número 408 cuatrocientos ocho, interior 302-B trescientos dos letra B, de la colonia Moderna de esta ciudad, es ilegal al emitirse de manera contraria a lo establecido en el artículo 60 en sus primer y tercer párrafos, de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, al no acreditarse de manera fehaciente en el caso que nos ocupa,  que el deudor haya tenido pleno conocimiento de la existencia de los créditos, pues la gestión de cobro no se notificó con las formalidades exigidas; con fundamento en lo establecido en las fracciones II y IV del artículo 302 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, se declara su nulidad, por lo que atendiendo a que la misma constituye una respuesta a una petición formulada, la que no puede dejar de contestarse; se dicta para el efecto de que la autoridad demandada la deje insubsistente, y subsanando la ilegalidad advertida, dicte otra debidamente fundada y motivada, en la que en base a lo argumentado en la presente sentencia, resuelva que ha operado la prescripción de los créditos fiscales derivados del impuesto predial del inmueble propiedad de la parte actora, respecto de los años 1997 mil novecientos noventa y siete a 2005 dos mil cinco . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Sirven de apoyo a lo anterior, los criterios de nuestro máximo Tribunal en el País, en las siguientes jurisprudencias: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. EL EFECTO DE LA SENTENCIA QUE AMPARA POR OMISIÓN DE ESAS FORMALIDADES, ES LA EMISIÓN DE UNA RESOLUCIÓN NUEVA QUE PURGUE TALES VICIOS, SI SE REFIERE A LA RECAÍDA A UNA SOLICITUD, INSTANCIA, RECURSO O JUICIO. Los efectos de una ejecutoria de amparo que otorga la protección constitucional por falta de fundamentación y motivación de la resolución reclamada son los de constreñir a la autoridad responsable a dejarla sin efectos y a emitir una nueva subsanando la irregularidad cometida, cuando la resolución reclamada se haya emitido en respuesta al ejercicio del derecho de petición o que resuelva una instancia, recurso o juicio, ya que en estas hipótesis es preciso que el acto sin fundamentación y motivación se sustituya por otro sin esas deficiencias pues, de lo contrario, se dejaría sin resolver lo pedido”. Novena Época. Registro: 195590. Instancia: Segunda Sala. Jurisprudencia Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta VIII, Septiembre de 1998. Materia(s): Común. Tesis: 2a./J. 67/98. Página:   358. . . . . . . . . . . . . . . 
"INCONFORMIDAD. LA SENTENCIA QUE OTORGA EL AMPARO POR FALTA DE FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN, NO OBLIGA A DICTAR UNA NUEVA RESOLUCIÓN, A MENOS QUE SE TRATE DEL DERECHO DE PETICIÓN O DE LA 

Expediente número 144/2012-JN
RESOLUCIÓN DE UN RECURSO O JUICIO. Conforme a la tesis publicada con el número 261, del Tomo VI, del Apéndice al Semanario Judicial de la Federación 1917-1995 bajo el rubro de "FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN, AMPARO EN CASO DE LA GARANTÍA DE.", por regla general, los efectos de una ejecutoria de amparo que otorga la protección constitucional por falta de fundamentación y motivación, son los de constreñir a la autoridad responsable a nulificar o dejar sin efectos el acto o actos reclamados, dejándola en aptitud de emitir otro acto, siempre que subsane el vicio formal. De lo anterior se desprende que la autoridad se encuentra en libertad de emitir un nuevo acto o de no hacerlo. Sin embargo, la autoridad se verá necesariamente constreñida a emitir un nuevo acto, subsanando el vicio formal descrito, cuando el acto reclamado consista en una resolución que se emita en respuesta  al ejercicio del derecho de petición o que resuelva una instancia, recurso o juicio, ya que en esas hipótesis es preciso que el acto carente de fundamentación y motivación se sustituya por otro sin esas deficiencias pues, de lo contrario, se dejarían sin resolver aquéllos. No. Registro: 191,245. Jurisprudencia. Materia(s): Común. Novena Época; Instancia: Segunda Sala; Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta; XII, Septiembre de 2000; Tesis: 2a./J. 79/2000: Página: 95; Tesis de jurisprudencia 79/2000. Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada del dieciocho de agosto del año dos mil. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

SÉPTIMO.- En virtud de que el concepto de impugnación analizado, resultó fundado y es suficiente para decretar la nulidad total del acto impugnado; resulta innecesario el estudio del restante, ya que ello no cambiaría, ni afectaría el sentido de esta resolución. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Vale de sustento a lo anterior, la tesis de jurisprudencia que a la letra señala: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“CONCEPTOS DE VIOLACION. CUANDO SU ESTUDIO ES INNECESARIO. Si al considerarse fundado un concepto de violación ello trae como consecuencia la concesión del amparo, es innecesario analizar los restantes, ya que cualquiera que fuera el resultado de ese estudio, en nada variaría el sentido de la sentencia.” Segundo Tribunal Colegiado Del Quinto Circuito. No. Registro: 223,103. Jurisprudencia. Materia(s): Común. Octava Época. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Fuente: Semanario Judicial de la Federación. I, Abril de 1991. Tesis: V.2o. J/7. Página: 86. Genealogía: Gaceta número 40, Abril de 1991, página 125. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 


OCTAVO.- Por último, respecto de la pretensión formulada por la parte actora, consistente en la prescripción del impuesto predial del inmueble de su propiedad, antes mencionado y de los que se acumulen hasta la conclusión del juicio; debe señalarse en primer lugar que ya se encuentra implícita en la nulidad para efectos emitida por este Juzgador, ya que se considera que la prescripción sólo debe ser declarada por las autoridades fiscales, en términos de lo señalado en la parte final del tercer párrafo del propio artículo 60 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato; y, en segundo lugar, respecto de la pretensión de la prescripción de los créditos que se acumulen hasta la conclusión del juicio; este Juzgador considera que ello no forma parte de la litis planteada en la presente controversia, a más que ello no fue solicitado por la justiciable, en la petición que dio origen a la resolución controvertida, por lo que no se cumple con uno de los requisitos establecidos en el artículo antes citado. . 
Por lo expuesto, y con fundamento además en lo dispuesto en los artículos 249, 287, 298, 299, 300 fracción III, y 302, fracciones II y IV, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, es de resolverse y se: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

R E S U E L V E :
PRIMERO.- Este Juzgado Segundo Administrativo Municipal resultó competente para conocer y resolver el presente proceso administrativo. . . . . . . . 

SEGUNDO.- Procedió el proceso administrativo interpuesto en contra de la resolución impugnada a la Tesorería Municipal de León, Guanajuato. . . . . . . . .  

TERCERO.- Se decreta la nulidad de la resolución contenida en el oficio denominado “Prescripción del Crédito EXP. 02/2011”, de fecha 31 treinta y uno de enero del año que transcurre; respecto del impuesto predial del inmueble ubicado en la calle México número 408 cuatrocientos ocho, interior 302-B trescientos dos letra B, de la colonia Moderna de esta ciudad; para el efecto de que la autoridad demandada la deje insubsistente, y subsanando la ilegalidad advertida, dicte otra debidamente fundada y motivada, en la que en base a lo resuelto en la presente sentencia, resuelva que ha operado la prescripción de los créditos fiscales derivados del impuesto predial del inmueble antes descrito y propiedad de la ciudadana Ma. Rosa Domínguez Gutiérrez, respecto de los años 1997 mil novecientos noventa y siete a 2005 dos mil cinco; atendiendo a los razonamientos, las consideraciones lógicas y jurídicas señaladas en el Considerando Sexto de esta sentencia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Lo que se deberá realizar dentro de los 15 quince días hábiles siguientes a la fecha en que cause ejecutoria la presente resolución; debiendo informar a este Juzgado del cumplimiento dado al presente resolutivo, acompañando las constancias relativas. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Notifíquese a la autoridad demandada por oficio, y a la parte actora personalmente. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

En su oportunidad archívese éste expediente como asunto totalmente concluido y dése de baja en el Libro de Registros que se lleva con ese fin. . . . . . . . 

Así lo resolvió y firma el Licenciado Ernesto Alejandro Mora Álvarez, Juez Segundo Administrativo Municipal, quien actúa asistido en forma legal con Secretaria de Estudio y Cuenta, Licenciada María del Rocío Villanueva Sánchez, quien da fe. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

